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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 08396
21 de junio de 2006

DAGJ-1015-2006

Señor

Luis Echeverría Monturiol

Presidente 

Consejo Directivo 

Programa Integral de Mercadeo Agropecuario (PIMA)

Estimado señor: 

Asunto:  Solicitud para pagar Kilometraje a un directivo del Consejo Directivo del Programa Integral de  Mercadeo Agropecuario .
Se da respuesta a su oficio SG-020-2006 del 17 de enero del año en curso,recibido en este órgano contralor el 16 de febrero, mediante el cual solicita una autorización para que ese Consejo Directivo pueda cancelar a un miembro de la Junta Directiva el kilometraje desde la Cooperativa asociada al PIMA que representa hasta las instalaciones de ese Programa, por considerar que la dieta que recibe la persona no incluye el transporte.

NUESTRO CRITERIO.

Analizada su consulta corresponde indicar que la posibilidad de que las entidades públicas tomen en arrendamiento servicios de transporte de funcionarios con vehículos propios, como figura excluida de los procedimientos ordinarios de contratación, se encuentra regulada en el artículo 79.8 del Reglamento General de la Contratación Administrativa, que en lo que interesa dispone:

“79.- Actividades por naturaleza y circunstancias no sujetas a concurso público

(...) 79.8. El arrendamiento de los vehículos de los funcionarios de la Administración, cuando para el cumplimiento de sus funciones deban desplazarse, y resulte más económico y razonable, que se pague un precio por la utilización de dichos vehículos. Para que opere esta modalidad de contratación, es necesario que exista un sistema de control interno eficiente que garantice el uso racional y apropiado y que mediante una reglamentación interna se establezca con precisión las condiciones de prestación. La aplicación de este sistema requiere de la autorización de la Contraloría General, la cual podrá ordenar su eliminación cuando considere que se ha hecho una utilización indebida del mismo. También corresponderá a dicho órgano la fijación periódica de las tarifas correspondientes.”

Como puede observarse, para que opere dicho sistema, la Institución interesada debe cumplir con ciertos requisitos a saber:

a. Que el servicio se utilice única y exclusivamente para gestiones que deba hacer el funcionario en el cumplimiento de sus funciones, 

b. Que la implementación de dicho sistema resulte económico y razonable para la Institución,

c. Que exista un sistema de control interno eficiente que garantice el uso racional e impida abusos,

d. Que se emita un reglamento que regule ese tipo de servicios, 

e. Que la implantación del sistema cuente con la autorización de esta Contraloría General de previo a aplicarlo. 

Consecuentemente, ha sido criterio de este Contralor que dicho sistema únicamente se autoriza cuando se origine en una verdadera necesidad administrativa, a la vez que constituya un factor de economía para la Institución.

De esta manera, constituyen requisitos indispensables para poder autorizar este tipo de reglamentos, el que la Entidad solicitante indique y demuestre las razones por las cuales le resulta necesario contar con dicho sistema, y además aporte junto a la solicitud misma, un estudio técnico que demuestre el factor de economía que representará para la Entidad el sistema de pago de kilometraje con respecto al servicio de transporte a brindar con los vehículos de la propia Institución. 

Además, la Administración debe demostrar que cuenta con los mecanismos de control interno que garanticen el uso racional de este sistema.

Al no ajustarse su solicitud a las condiciones antes mencionadas, se rechaza su solicitud de pagarle kilometraje a uno de los directivos de ese órgano.  

Ahora bien, en lo que concierne a los rubros que cubre las dietas de los miembros de juntas directivas, corresponde indicar que precisamente la dieta corresponde a un estipendio que pretende retribuir a la persona que tiene derecho a recibirlo los gastos normales por desplazarse de su residencia al lugar donde se efectúa la sesión.  En ese sentido, la Procuraduría General de la República en el dictamen C-165-2002 del 24 de junio del 2002 estableció: 

  

“… con el pago de la dieta se cumplen simultáneamente dos objetivos: por una parte, el de reintegrar al funcionario los gastos normales en que ha podido incurrir al desplazarse del lugar donde tiene su residencia o su trabajo, al lugar donde se ha de realizar la sesión; y por otra, el de retribuirle el servicio prestado como integrante del órgano respectivo.  Por ello, si el funcionario no se presentó a la sesión correspondiente por cualquier causa, o si, habiéndose presentado, la sesión no se realizó, no es posible pagar la dieta, pues de hacerlo se estarían restituyendo gastos en los cuales no se ha incurrido, o remunerando servicios que no se han prestado. 
  
Específicamente, sobre la improcedencia del pago de dietas aún cuando el interesado se encuentre participando en actividades relacionadas con las competencias a cargo del órgano al que pertenece, debemos indicar que si bien la dieta constituye el “Estipendio que se da a quienes ejecutan algunas comisiones o encargos por cada día que se ocupan en ellos, o por el tiempo que emplean en realizarlos” (Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, 22 edición, 2001, consultado en la dirección electrónica http://www.rae.es/), lo que se retribuye no es el ejecutar una comisión de cualquier tipo, sino solamente, la de conformar el órgano al que se pertenece, participando en las sesiones de acuerdo con el orden del día previamente elaborado. 
  
A pesar de que podría ser de sumo interés para el órgano respectivo que uno de sus miembros participe en actividades relacionadas con las competencias que le han sido atribuidas, no es la dieta la forma de retribuir el ejercicio de tal labor.  Al respecto, obsérvese que a quien cumple tareas de ese tipo, ya sea dentro del país, o con más razón fuera de él, es posible reconocerle gastos de transporte, alojamiento, alimentación, etc., tomando en cuenta su condición de funcionario público y sin que sea óbice para ello el hecho de que no mantenga una relación de empleo permanente con la Administración.  Así lo sostuvo incluso este Despacho en su dictamen C-351-2001 del 18 de diciembre del 2001, dirigido al Consejo de Salud Ocupacional.  Entonces, si a ese funcionario se le están cancelando gastos de transporte, alojamiento, alimentación, etc., con motivo de la tarea que se le ha encomendado, no sería posible pagarle además la dieta, pues esta última - como ya indicamos - tiene dentro de sus objetivos cubrir ese mismo tipo de gastos.” 
  

Por consiguiente, aún cuando ese órgano contara con un Reglamente de Kilometraje aprobado para realizar contratos de ese tipo con sus funcionarios, no sería posible su aplicación a los directivos que se les cancela una dieta, dado que dicho rubro se les entrega precisamente para cancelar el traslado de ese funcionario al lugar de las sesiones.

     Atentamente,

                                                         Lic. Allan R. Ugalde Rojas

      Gerente Asociado
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